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SECCBN OFICIAL.
PRESII.^CIA DEL CONSEJO 

f DE MINISTROS.

nadas do las copias autorizadas de las 
licencias absolutas de los aspirantes.

Palma 30 Setiembre de 1884.
El Gobernador, 

Fernando Santoyo.

cuarto del art. 75 del reglamento, por 
referirse á terrenos ya registrados,

por ellos presentadas en el acto de lade- 
marcacion de la mina cuyo expediente

SS. M) . y Augusta Real Familia 
continúai4' n novedad en su importan­
te salud qM Real sitio do San Ilde-

Num. 886-
Sección de Yomento.—aliñas.—

---
---

---
---

---
---

---
--

---
---

---
---

---
---

---
---

---
---

---
---

---
---

---
---

---
---

---
---

--

fonso. •lni
Gaccíci 29.

3i r
Dependo el 2 á las SMO m.

LaGacq) de hoy publica el si- 
cuiento píící sanitario. Erovincia de 
Alicante, f^Eiche hubo ayer una de­
función de í/ólcra y ninguna invasión; 
en Monfo^ una invasión y ninguna 
defuncion;3n Novelda no hubo inva­
sión ni deuncion alguna. Provincia 
Lérida, enLiñola hubo anteayer dos 
hivasionesfen Tudela dos invasiones 
y una ¿efüicion. Provincia Tarragona 
no hay no cías invasiones en los pue­
blos donddas hubo dias pasados.

Las notúas del cólera suministra­
das por nbstros cónsules en el ex­
tranjero s<< las siguientes: De Fran­
cia se lianregistrado 12 invasiones y 
16 defunoues. Do Italia 70 casos y 
116 defuniones.

cuyos expedientes se bailan en trami­
tación; después de que esta providen­
cia ha sido ya confirmada por Real 
orden, y después de que contra esta

fue preferido. Y pretenden otros, porúl- 
1 timo, que la Real orden de 20 de Mayo

Gaceta de Madrid correspondiente al 
dia 21 del actual se halla la siguiente

REAL ORDEN.
limo. Sr.: En la duda de si la, Ad­

ministración provincial traspasara los 
límites de su competencia y atribucio­
nes por el hecho de tramitar y resol­
ver, en cualquier sentido que spa, 
ciertas pretensiones de los interesados 
en expedientes de registros mineros 
ya cancelados, el Gobernador de Ali­
cante pide á este Ministerio algunas 
aclaraciones sobro Ja inteligencia y 
aplicación do la Real orden de carác­
ter general, fecha 20 de Mayo de 
1^82.

En la declaración 2.a de la Real

Real orden se estableció recurso con- । 
tenciosoyfiiédesestímadopor no haber 1 

•En la sido presentado dentro del plazo legal, ; 
los autores de dichas solicitudes for-
muían reclamaciones y protestas en 
el acto de la demarcación de la mina

¡ de 1882 no es de obligatoria observan­
cia y general aplicación en las solici- । tutudes ó expedientes de registro pro­

: movidos y cancelados con anterioridad 
i á su publicación en la Gaceta.

Este Gobierno do provincia no va­
cilaría. en desestimar las oposiciones y 
protestas de que se trata; pero para 

i examinarlas y resolverlas en ese ó en 
' otro sentido, tendría que poner en 
curso y examinar los expedientes can­
celados, reconociéndoles y dándoles

cuyo expediento por su mayor anti­
güedad motivó la cancelación, y pre­
tenden que por virtud de estas recla­
maciones y protestas la Administra- 
cion provincial decrete la cancelación valor y efectos legales, con lo cual 
del expediente preferido y revalide ios aparecería la Administración provin-
cancel tul os.

En la declaración 1.a
Real orden de 20 de Mayo d

cial traspasando quizás los límites de
de la misma su competencia y atribuciones.

1882

Núm. y 8 b

GDlisni Civil tí la Pravtó D 'l a s  b a l e a r e s .
lección'?—Negociado Correos.—1 la­

ñándose Meantes las plazas de peato- 
nes-cartcOs de los pueblos de Perre­
rías y Vía-Garlos, (Menorca) por re- 
i-uncía d los que las desempeñaban, 
se anuuci en este Bo l e t ín  Of ic ia l  y 
se senahel íé'mino de 30 dias para 
la admis)n de solicitudes en este Go­
bierno, ls cuales han de ir acompa­

orden de carácter general de 20 de 
Mayo de 1882 expone el citado Go­
bernador, se dice que los interesados 
en los expedientes que de Real orden - 
fueron declarados nulos y sin curso 
ni valor alguno, por estar comprendi­
dos en la disposición del párrafo se­
gundo del art. 75 del reglamento para 
la ejecución de la ley de minas, no 
tienen, en tal concepto, personalidad 
legal para oponerse en via gubernati­
va á la prosecución y aprobación de 
los expedientes que por ser más anti­
guos motivaron la declaración de nu­
lidad, no procediendo por consiguien­
te notificarles las providencias que en 
éstos se dicten; y que no pueden in­
vocar en via contenciosa deiecho al­
guno lesionado, ni como demandantes 
ni como coadyuvantes de la Adminis­
tración. #

A pesar de esta declaración, sucede 
coa frecuencia que después , que en 
una solicitud de registro se dicta pro­
videncia de cancelación declarándola 
nula y sin valor, con arreglo á lo 
dispuesto en los párrafos segundo y

se dice que las Reales ordenes dicta­
das durante el curso de los expedien­
tes do minas ponen fin á la via guber­
nativa con relación á los extremos 
que resuelven, y no pueden ser por 
consiguiente examinadas y discutidas 
de nuevo ni revocadas por la Admi­
nistración activa en ninguna de sus 
jerarquías, y si solo en la vía conten­
cioso - ad mi n i s tr a11 va. ,

Pero el preámbulo de la misma 
Roa! orden, al exponer los fundamen­
tos de la declaración trascrita, se dice: 
«con la única díterencia de que algu­
nas Reales órdenes solo pueden ser 
examinadas jnntanicnte con aquéllas en 
que se concede ó niega La aprobación de 
los expedientes g el otorgamiento de la 
concesión.^

Do esta doctrina y de la declaración 
2 a deducen los interesados que las 
Reales órdenes que confirmaron las

La consulta abraza, como se ve, los 
tres puntos siguientes:

1,° Si ¡as providencias de cancela­
ción dictadas con arreglo á los párra­
fos segundo y cuarto del art. 7o del 
reglamento para la ejecución déla ley 
de minas de 4 de Marzo de 1868, 
cuando fueron ya confirmadas de Real 
orden, y esta Real orden impugnada 
en via contensiosa ante el Consejo de 
Estado, y esta impugnación desesti­
mada por no haber sido presentada 
dentro del plazo legal, son firmes y 
ejecutorias, y por consiguiente indis­
cutibles asi en la via gubernativa 
como en la. contenciosa, ó si deben ser 
en ésta examinadas y discutidas jun­
tamente con la Real orden de conce­
sión de la mina cuyo expediento, por 
ser más antiguo, motivó dichas provi­
dencias de cancelación. .

2.° Si siendo estas providencias
firmes y ejecutorias, y no podiendo ser 
examinadas y discutidas nuevamente 
en la via gubernativa ni en la conten-providencias de cancelación deben ser 

examinadas y discutidas en la via con- _ . . . .
tenciosa juntamente con aquellas en ciosa, debe la Admimstiacion pio\m- 
aue se examinó el expediente preferí- cial tramitar, examinar y reso.ver las 
do v se otorgó la concesión; y preten- reclamaciones y protestas que -os au- 
den eme para que pueda tener lugar torea de esos expedientes cancelados 
ese examen y visa discusión en la via presenten en el acto de la demarcación 
contenciosa, es indispensable que la । de las minas cuyos expedientes por 
Administración provincial examine y ser más antiguos motivados las canee- 
resuelva las reclamaciones y protestas i laeiones, ó ei deben repelerlas y dejar-
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Lis sin curso y valor alguno cual si no 
hubieran sido presentadas.

Y 3.° Si la Real orden de 20 de 
Mayo de 1882 es de ineludible obser­
vancia y aplicación en los expedientes 
incoados con anterioridad á su publi­
cación, ya se encuentren en la via gu­
bernativa, ya en la contencioso-admi- 
nistrativa.

Nada nuevo y que altere lo estable­
cido tiene que decir este Ministerio 
mira resolver las dudas que la consul­
ta expresa, puesto que todo está clara 
y terminantemente previsto en la ley 
y en el reglamento.

Primer punto. En los artículos 
75 y 76 del reglamento el legislador 
yartió del supuesto, y asi lo expresa, 
do la existencia do dos solicitudes de 
registró, una más antigua que la otra, 
Jas cuales dan lugar ¡i la formación de
dos expedientes. . <

Estos dos expedientes se tramitan , 
con mútua independencia, puesto que 
en los citados artículos se dispone que 
si son referentes á un mismo terreno 
se comparen las fechas de las solici­
tudes que los promovieron y se dicte 
providencia de cancelación en el más 
moderno.

En p| párrafo primero del art. 88 
de la ley se concede al autor del expe­
diente el derecho de representar con­
tra esa providencia de cancelación 
ante el Ministerio de Fomento, y en 
el 89 (párrafo segundo) y en el 91 se 
Je concede el de reclamar en via con­
tenciosa, ante el Consejo de Estado la 
revocación de la resolución ministerial 
dentro del plazo de 30 días, trascurri­
do el cual sin haber hecho uso de ese 
derecho, es firme y ejecutoria la pro­
videncia de cancelación á tenor de lo 
preceptuado en el párrafo noveno del 
art. 86 del reglamento.

La mutua independencia de estos 
dos expedientes es por tanto indiscuti­
ble, puesto que á la vez que en el más 
moderno dispone el art. 75 que se 
dicte providencia de cancelación de- 
cl ai ándelo nulo y sm nungún valor, y 
el 88 de la ley que se tramite en via 
gubernativa la apelación de esa provi­
dencia, y el 89 y el 91 de la misma 
ley que la resolución ministerial pue­
da ser impugnada en la vía conten­
ciosa dentro de 30 dias, el mismo 
a t. 75 del reglamento preceptúa en 
su párrafo tercero que el expediente 
más antiguo «continúe su curso en la 
forma y en los plazos que corres­
pondan.»

Y esta inpendencia entre los dos 
expedientes de registro no podía dejar 
de establecerla el reglamento si kabia 
de estar en armonía con la ley y consi­
go mismo, por la razón siguiente:

El art. 20 de la ley dice: «el registro 
es uno do los medios de conseguir la
propiedad minera, y la solicitud de re­
gistro confiere el derecho piefeiente á 
la concesión y propiedad.

Y el art/29 del reglamento ordena 
que esa solicitud de registro «scrcdac- 
tara en la forma del modelo núm 2;» 
cuyo modelo termina con estas pala­
bras: á fin de que en su dia se me espi­
da el correspondiente titulo de propiedad.»

Estos datos legales evidencian que 
en todo expediente de registro mine­
ro se solicita la propiedad; que cuando 
en ese expediente se dicta providencia 
de cancelación declarándolo nulo y sin 
valor con arreglo al art. 75 del regla­
mento, se niega á su autor la propie­
dad solicitada, y que por consiguiente

esa providencia es reclamable ante el 
Ministerio, y la Real orden que la con­
firma lo es á su vez en vía contencio­
sa ante el Consejo de Estado, á tenor 
de lo dispuesto en el caso 2.° del arti­
culo 89, en el 91 de la ley y en el pá­
rrafo noveno del 86 del reglamento.

Y no se puede suponer que ese caso 
2.c del art. 89 de la ley, al decir c-m- 
cedlendo b negundo la propiedad de mi­
nas, se refiere á expedientes en los 
entiles se discute la subsistencia ó in­
subsistencia de una propiedad ya con­
cedida ó preexistente; porque cuando 
de ésta se trata, preceptúa ya el arti­
culo 68 de la ley que se dicten provi­
dencias de caducidad y no de cancela­
ción; y en el párrafo segundo del 88 
se dispone que esas providencias de

mo ordenen que quedan citados á dencian que la Administración pro­
examinar, discutir y confirmar ó re- I vincial, lo mismo que la central, ya 
vocar providencias que tenían ya el ca- ? sea en el ejercicio de la jurisdicion 
rácter de inconñrmables é irrevocables, activa, ya en el de la contenciosa 
desde el momento en que habían ad- i infringen a sabiendas lo preceptuado 
quirido el de firmes y ejecutorias por I en los artículos /G y 86 del regla- 
disposicion expresa de la ley.

Por todas estas razones, á fin de 
evitar que por ignorancia ó por otras 
causas menos disculpables continua­
se el abuso de hace'-interminables con 
apariencias de legalidad los expedien­
tes á que se refieren los artículos 75 
y 76 del reglamento, se dió el carác­
ter de general y obligatoria aplicación 
á la Real orden de 20 de Mayo de 
1882; la cual, al reconocer que algu­
nas Reales ordenes dictadas durante 
el curso de un expediente de minas

mentó, y ejercen facultades y se atri­
buyen competencia de que legal­
mente carecen siempre que tramitan, 
examinan y resuelven en cualquiera 
sentido que sea las reclamaciones y 
protestas que los interesados en los 
expedientes cancelados con arreglo 
al articulo 75 del reglamento presen­
tan contra la demarcación y conce­
sión de la mina cuyo expediente, por 
su mayor antigüedad, motivó la can­
celación.

caducidad pueden ser reclamadas envía 
contenciosa ante el Consejo provincial, con 
apelación al Consejo de Estado por parte 
del antiguo concesionario; diferenciándo­
las por tal manera de las de cancela, 
cion de expedientes de registro en las 
cuales se concede ó niega la propie­
dad solicitada y que siguen los trámi­
tes ya referidos de apelación al Minis­
terio é impugnación de la resolución 
de éste ante el Consejo de Estado en 
vía contenciosa.

Siendo, pues, absolutamente inde­
pendiente la tramitación de los dos ex­
pedientes, y refiriéndose y afectando 
tan solo á cada uno de ellos las pro­
videncias que en el mismo recaen, es 
indudable que la de cancelación recaí­
da en el más moderno adquiere el ca­
rácter de firme y ejecutoria, cuando la 
Real orden que la confirmó ha sido re­
clamada fuera del plazo legal en via 
contenciosa, ó no fué en ella revocada 
por otra razón cualquiera, y que esa 
providencia y esa Real orden que la 
confirmó no pueden ya ser jamás exa­
minadas, discutidas ni revocadas en 
ninguna via legal separada ni junta­
mente con la que se dicte ó haya dic­
tado en el expediente más antiguo 
ccncediendo ó negando á su autor la 
propiedad que en el había solicitado.

Si asi no fuera, si la Real orden que
confirmó la providencia de cancelación 
y nulidad del expediente más moder­
no, en el cual fué dictada, hubiere de 
ser examinada y discutida y pudiere 
ser revocada, ya en la vía gubernativa, 
ya en la contenciosa, juntamente con 
la de concesión que hubiere recaído 
en el expediente más antiguo, no exis­
tiría la independencia con que el arti­
culo 75 del reglamento y los 88, 89 y 
91 de la ley quisieron que se tramita­
sen los dos expedientes; no conserva­
ría aquella procidencia de cancelación 
el carácter de ejecutoria que le da el 
art. 86 del reglamento, diciendo que 
trascurrido el plazo de 80 días ij todos 
los demás dentro de los cuales la ley y el 
reglamento conceden facultad para repre­
sentar ó de establecer recurso contencioso, 
las providencias y resoluciones serán eje­
cutorias, y no se cumpliría jamás lo 
dispuesto en el art. 76 del mismo re­
glamento, que dice asi: «En los casos 
á que se refieren los párrafos segundo 
y tercero del articulo anterior, el ex­
pediente cancelado no podrá revali­
darse ni tener curso ni efecto en nin­
gún tiempo.»

Es decir, que quedarían anula­
dos, borrados de la ley y del regla­
mento todos los artículos precitados, 
y se realizaría la anomalía de que los 
Gobernadores, el Ministerio y el Tri­
bunal contencioso viniesen por el mis-

pueden ser examinadas f* discutidas 
en via contenciosa, juntamente con 
aquellas en que se concede ó niega la 
aprobación del expediente y el otorga­
miento de la concesión, se icfiere á 
las dictadas en el mismo expediente, 
y de ninguna manera á las que fueron 
dictadas en el otro que por ser más 
moderno quiso el reglamento que se 
tramitase independiente y separada­
mente de aquél, asi en la via guberna 
tiva como en la contenciosa, hasta 
que fuese ejecutoria su resolución.

Y la prueba de que no se refiere ni 
referirse podía á la de cancelación 
del más moderno, es que en la parle 
dispositiva se declara que los intere­
sados en los expedientes que de Real 
orden Jueron cancelados y declara­
dos nulos y sin curso ni valor algu­
no-por estar comprendidos en el pár- 
rajo segundo del art. 15 del regla­
mento, no tienen personalidad leged 
para oponerse en via gubernativa á 
la aprobación de los expedientes que 
por ser más antiguos motivaron la 
declaración de nulidad, y (juc no 
puede invocar en via conteciosa dere­
cho alguno lesionado ni como de­
mandantes ni como coadyuvantes de 
la Administración. Declaración que 
en el preinserto art. 76 del regla­
mento estaba ya hecha y que aleja 
toda duda sobre este extremo.

Segundo punto. El art. 76 ya 
trascrito del reglamento lo resuelve.

La tramitación de las reclamacio­
nes y protestas á que este punto de 
la consulta se refiere seria un efecto 
de la existencia material del expe­
diente cancelado: su examen reque- 
riria indispensablemente que se pu­
siese en curso ese expediente para 
apreciar el fundamento de tales re­
clamaciones y protestas; la resolu­
ción de éstas, si era favorable á su 
autor, no podría ser otra que la re­
vocación de la providencia de can­
celación y la revalidación del expe­
diente cancelado; y si era adversa, 
la confirmación de esa providencia 
de cancelaron.

De manera que la Administración 
por esta serie de actos vendría á con­
ceder efectos legales á un expediente 
cancelado, á darle curso y acaso á 
revalidarlo, á pesar de que el art. 76 
del reglamento dice que no podrá 
revalidarse ni tener curso ni efecto 
en ningún tiempo; y vendría á revo­
car ó á confiimar una providencia 
de .cancelación que, según el párrafo 
noveno del art. 86 del reglamento, 
era firme 'y ejecutoria, y por tanto 
inconfirmable é irrevocable.

Esta sencilla y cla..i exposición 
del hecho y de sus consecuencias y 
la de los textos del reglamento evi-

Tercer punto. Basta leer las de­
claraciones contenidas en la Real 
orden de 20 de Mayo de 1882 y refle­
xionar un momento sobre lo que 
queda dicho, con relación á los dos 
primeros puntos de la consula, para 
■econocer que esa Real orden no es 
un nuevo reglamento para la ejecu­
ción de ia ley de minas, ni hizo al­
teración alguna en el vigente, ni dice 
y estableció nada que estuviese 
ya dicho, establecido y ¡ geceptuado 
en ese mismo regíame o y en el 
Real decreto de 21 de M. o de 1853. 
referente á las resolución . reclama- 
bles en via contenciosa a te el Con­
sejo de Estado.

En el preámbulo de es^, Real de­
creto se dijo lo siguiente-

le las de-

«La jurisdicion que se onfirió al 
Consejo Real para conc ;r en pri­
mera y tínica instancia 
mandas contenciosas co Ir a las re­
soluciones de los Minis2?os de la
Corona exigían que el 1 
V. M. dictase las disposic 
tunas para poner en armo 
i) tramitación de los expe 

obirno de 
mes opor- 
ia el curso 
lentes con 
;ó al Esta-la nueva garantía que se 

do y á las particulares en^i creación 
de í-,s Tribunales contenc^)so-«c¿/ní- 
nístrativos; pues si la coi cesión del 

añada de recurso no fuese acom 
arpteUas disposiciones, se 
las mas reces en un tret

oncertirla 
lite inútil^

■t; marcha
no seria prenda de seg ridad, ni 
contribuiria á simpliftcai :t; marcha 
de la Administración act a.

Corresponde, pues, á 4Uos prin­
cipios, establecer que teneg. i un tér­
mino las resoluciones gi ; '.rnativas 
que pueden ser impugnE^ts en via 
contenciosa. , , b .

Sin esta disposición, lo 3 expedien­
tes se eternizan, se\ dése 'oriza la 
Administración con resoL iones con­
tradictorias y el Estado* ale siem­
pre perjudicado, porque iel interés 
privado, activo y vigilar ¡e espía la 
ocasión que le és más fe por able, y 
logra obtener con su imp c'tunidad 
lo que tal vez no obtendría (ve la jus­
ticia. , .

Ya se consideren las res liciones 
de los Ministros como deci 'ones en 
primera instancia, y a como; -onsecio- 
nes ct una parte sobre den. hos con­
trovertidos, es indispenscV le darles 
estabilidad, y fijeza, con si fiando en 

\ un Real decreto el principió de bue­
na Administración de que as provi­
dencias administrativas qke prodtt- 
cen derechos y causan ekado sólo 
pueden ser revocadas ;)or kt, via con­
tenciosa, deducida ante los fribuna- 
les y en la forma que disponen las 
leyes.» ,

Y en consonancia con estas razo* 
nes, dice el art. 2/ del decreto que 
«Jas resoluciones ministeria^s no po­

M.C.D. 2022



(Irán ser rerocadas por la ola adml- | re publicado la Real orden de *20 de 
nistratica, y sólo si por la conten- 1 Mayo de 188*2, las Reales órdenes ¿le
ciosa, cuando tenijan carácter dedefi- que se trata eran, como son hoy, irre-
niticas y causen estado con arreglo á DocabUmente ejecutorias, p no podían 
lo dispuesto cc las leyes y reglamen-\ estar e.cpwestas al incierto resultado de 
tos vigentes, nuecas demandas, á tenor del citado

I decreto de ‘21 de Mayo de 1853, siem-Los artículos 89, 91 y 86 del regla 
mentó para la ejecución de la ley do pre (pie. los interesados huLiesen dejado 

trascurrir a^ue.l plazo de 30 dias sin 
hacer uso del recurso contencioso.

minas, a! establecer que las Reales or­
denes conürnialorias de las providen­
cias de cancelación dictadas en virtud 
de lo preseptuado en el art. 75 del 
mismo reglamento son reclamables 
por la vía contenciosa dentro de 30 
días, y que trascurrido este plazo sin 
haberse presentado la reclamación son 
firmes y ejecutorias, dicen y estable­
cen bien claramente que esas Reales 
órdenes tienen, carácter de definitivas y 
causan estado; pues sólo teniendo ose 
carácter le seria lícito decir que que­
dan firmes y ejecutorias en el caso de 
no ser impugnadas por la vía conten­
ciosa dentro de los 30 dias.

Teniendo, pues, como indudable­
mente tenen, esas Reales órdenes el 
carácter de definitivas, y causando es­
tado con arreglo al reglamento vigen­
te, es indiscutible que antes ya de pu­
blicarse la ^.eal orden de 20 de Mayo de 
188’2, p miau fin, como lo ponen hcy, 
á la via gubernativa, y no podían ni 
pueden hoy ser en ella examinadas y 
revocadas sin infringir el art. 2.° (que 
queda trascrito) del Real decreto de 
21 de Mayo de 1853, cuyas disposi­
ciones son obligatorias para todos los 
Ministerios y aplica,bles á las resoluciones 
de los mismos, según lo dispuesto en el 
art. 14 del de 20 de Junio de 1858.

Y continua diciendo el preámbulo 
del decreto tle 21 de Mayo de 1853:

«No es menos conveniente para po­
ner término á los expedientes y dar esta­
bilidad y fijeza á los derechos creados 
por resoluciones administrativas seña­
lar un plazo para reclamar contra ellas 
en via contenciosa.

Desde el momento en que se hace 
saber una resolución á un particular, 
conoce éste si le perjudica ó no en los 
derechos que tiene adquiridos; y los 
recursos que el mismo sistema admi­
nistrativo concedo para comprobar la 
justicia de sus resoluciones no deben 
convertirse en medio de decepcionó en pre­
texto para retrasar la- resolución dejinití- 
cade los fxpedienles y obtener una de­
cisión favorable si por el trascurso del 
tiempo y las variaciones de las ofici- 
nan llegasen á desaparecer algún día 
los fundamentos que se oponían á ella; 
y si los particulares dejan trascurrir 
aquel plazo sin hacer uso del recurso con­
tencioso, justo es también que la providen­
cia quede irrevocablemente ejecuroriada, 
porque los intereses del Estado no 
deben estar siempre expuestos al incierto 
resultado de nuevas demandas.»

Como consecuencia de tales premi­
sas se establecieron en dicho Real de­
creto los plazos para hacer iso del 
recurso contencioso, respetando en 
el art. 4.° los fijados al efecto ó que 
en lo cusesivo se fijasen en las legis­
laciones especiales.

Entro éstos figura el de 30 dias fi­
jado en el art. 91 de la ley de minas 
para reclamar la revocación de las 
Reales órdenes confirmatorias de las 
providencias de cancelación dictadas 
con arreglo al art. 75 del reglamento, 
y por consiguiente, aun cuando no 
existiera el párrafo noveno del art. 86 
del mismo reglamento (que ya queda 
trascrito) y antes ya de que se hubie- 

de registro, declarándolos nulos y sin 
valor, en virtud de lo preceptuado cu 
los párrafos segundo y cuarto del artí­
culo 75 del reglamento do 24 de Junio 
do 1868 para la ejecion de la ley do 
minas de 6 de Julio de 1859, cuando

fueron confirmadas de Real orden, y 
esta Real. orden consentida ó impug­
nada en via contenciosa ante el Conse­
jo de Estado, y esta impugnación de­
sestimada, bien por no ser justa, bien 
no haber sido presentada dentro del 
plazo de 30 dias, son firmes é irrevo­
cablemente ejecutorias, á tenor de lo 
dispuesto en el párrafo noveno del 
articulo 86 do! reglamento; no pu- 
diendo por consiguiente ser examina­
das, discutidas, confirmadas nueva­
mente, ni revocadas en la via guber­
nativa ni en la contenciosa, ni por Ja 
Administración provincial, ni por la 
centr.d, separada ni juntamente con 
aquellas providencias y sus Reales ór­
denes confirmatorias por las cuales se 
aprobó el espediente más antiguo que 
motivó las de cancelación y se conce­
dió la mina á que éste se refería

2.° Que solo cometiendo un exce­
so de poder ó infringiendo el Real 
decreto de 21 de Mayo de 1353 y los 
articulus 76 y 86 del reglamento de la 
ley de minas puede la Administiación, 
ya sea en via gubernativa, ya en la 
contencioso-administrativa, tramitar 
y resolver las protestas y reclamacio­
nes que los interesados en los expe­
dientes cancelados hayan presentado 
en el acto de la demarcación de la mi­
na que se refiero el expediente preferi- 
de, ni en virtud de ellasjó de cualquie­
ra pretcnsión que en las mismas se 
funde revocar la Real orden que apro­
bó el expediente preferido y mando 
expedir á favor de su autor el titulo 
de la mina.

Y 3.° Que la Real orlen de 20 de 
Mayo de 1882, y lo mismo la presen­
te, son de obligatoria observancia é 
ineludible aplicación en todos los ex­
pedientes promovidos antes y des­
pués de su aplicación, sea cualquiera 
el trámite en que se encuentren, lo 
mismo en la via gubernativa que en 
la contencioso-administrativa; cons­
tituyendo la falta de su aplicación en 
cualquiera de las dos jurisdicciones 
infracciones á sabiendas de todos los 
preceptos legales y.reglamentarios que 
en las mismas se citan.

Do Real orden lo digo á V. I. para 
su conocimiento y demás efectos. 
Dios guarde á V. I. muchos años. Ma­
drid 15 de Setiembre de 1884.

PIDAL.
Sr. Director general de Agricultu­

ra, Industria y Comercio.
Y he dispuesto se inserte en el Bo ­

l e t ín  Of ic ia l  para su publicidad y 
cumplimiento en esta provincia.

Palma 27 Setiembre de 1884. 
El Gobernador, 

Fernando Santoyo.

Núm. 987.
ADMINISTRACION 

DE CONTRIBUCIONES Y RENTAS 
de las Baleares.

Negociado de Rentas Estancadas.— 
Debiendo proveerse la plaza de Estan­
quero del lugar ue Pina sufragáneo 
del pueblo de Algaida de esta provin­
cia, vacante por cesantía del que lo 
regentaba; he acordado señalar el pla­
zo de 8 días á contar desde el de la 
inserción de este anuncio en el Bo l e ­
t ín  Of ic ia l , durante el cual podrán

¡ las personas que aspiren á obtenerlo 
' presentar sus solicitudes á esta Admí- 
nistración, Ykbiendo advertir, tendrán

Y como los derechos desconocidos 
ó anulados por decisión irrevocable­
mente ejecutoria no pueden conside­
rarse lesionados, ni ser objeto de 
ntu-vds demandas, ni dar personalidad 
legal á los interesados para establecer­
las, claro é indiscutible que en este 
caso so encontraban aquellos á quie­
nes afectan las Reales órdenes men­
cionadas antes ya de la publicación 
do la de 20 de Mayo de 1882 y aun 
cuando ésta no se hubiese dictado y 
publicado.

Es, por tanto, evidente que esa 
Real orden de 20 de Mayo, al declarar 
quelas dictadas durante el curso de los 
expedientes de minas poneos fin á la 
vía gubernativa, en cuanto á los ex­
tremos que resuelven, no pudiendo ser 
nuevamente examinadas ni discutidas 
por la Administración activa en nin­
guna de sus jerargías; y al declarar 
también (refiriéndose á las Reales ór­
denes confirmatorias de las providen­
cias de cancelación que no fueron re­
clamadas en via contenciosa dentro 
del plazo de 30 días) que los interesa­
dos en esos expedientes no tienen per­
sonalidad legal para oponerse en vía 
gubernativa á la prosecución y apro­
bación de los expedientes que por ser 
más antiguos motivaron la cancela­
ción, y que no pueden invocar en via 
contenciosa derecho alguno lesionado, 
ni como demandantes ni como coadyu- 
dantcs de la Administración, ni vino 
á constituirse en nuevo reglamento 
para la ejecución de la ley de mim.s, 
ni hizo alteración alguna en el vigen­
te, ni /lijo y preceptuó nada que no 
estuviese dicho, establecido y preccp- I 
tuado en ese mismo reglamento, en la 
ley do su referencia y en el preám­
bulo y parto dispositiva del Real de­
creto do 21 de Mayo de 1853.

Lo único que hizo osa Real orden 
fué reiterar la obligación do cumplir 
lo preceptuado en la legislación vigen­
te como indispensable para lograr los 
fines y evitar los malos que con nota­
ble acierto se señalan en el preámbulo 
de dicho decreto.

Y por esta razón, aun cuando fue­
ra posible, que no lo es, despojarla de 
su carácter general, seguiría siendo, 
como lo es hoy, de ineludible obser­
vancia y obligatoria aplicación en 
todos los expedientes promovidos an­
tes y después de su publicación, sea 
cualquiera el trámite á que el interés 
privado haya logrado llevarles con su 
importunidad, en el cual se enenen- 
tren, asi en la via gubernativa como 
en la contencíoso-admimstrativa.

En atención á todo lo expuesto, 
S. M. el Rey (q. Desconformándose 
con lo propuesto por esa Dirección 
general, se lia servido declarar: 
° l.° Que las providencias de can­
celación dictadas en los expedientes

derecho de pielacion los licenciados 
del Ejercito y Armada, viudas y huér­
fanos de militares ó voluntarios muer­
tos en campaña á consecuencia de he­
ridas recibidas en acción de guerra ó 
en actos del servicio.

Palma 30 de Setiembre de 1884.— 
Ei Administrador de Contribuciones 
y Rentas, Francisco de Semir.

Num 988
AYUNTAMIENTO DE BUGER.

Extracto de los acuerdos tomados por 
el Ayuntamiento durante el primer 
semestre de mil ochocientos ochen­
ta y cuatro.

1." de Enero.
Se acordó abrir lies turnos de pres- 

lación personal con destino á la con­
servación y reparación á las vías pú­
blicas.

9 de Enero.
Se acordó nombrar Peón camine­

ro de este pueblo á D. Juan Buad.es 
y Morro de este vecindario con el 
haber anual de trecientas sesenta y 
seis pesetas.

20 de Enero.
No tiene nada de interés general. 

17 de Febrero.
Se acordó la recaudación del pri­

mer trimestre del repartimiento ge­
neral formado para cubrir el déficit 
del presupuesto municpaL

19 de Mar20.
Se dio cuenta de una instancia sus­

crita por un sinnúmero de vecinos 
de este pueblo en la cual acuden 
contra un acuerdo tomado por el 
Ayuntamiento en la sesión de veinte 
y cinco de Agosto del año último por 
ía que se acordó un" repartimiento 
vecinal de 2.932 pesetas afín de que 
la Alcaldía informe acerca de la. mis­
ma loque tenga por conveniente, en­
terados se acordo que la Alcaldía in­
formará lo conducente suplicando al 
Exmo. Sr. Gobernador de esta Pro­
vincia la superior autorización toda 
vez que los hechos denunciados pue­
den en su día constituir delito para 
que esta corporación pueda usar el 
derecho que le asiste ante los tribu­
nales de justicia.

Mas se acordó un alquiler del edi­
ficio n.° 16 de la calle mayor para 
establecer en él la oficina del Juzga­
do municipal.

30íZe Mar^o.
Se dió cuenta que durante el tiem­

po que ha permanecido al público 
á efectos de reclamación el proyecto 
del Cementerio de este pueblo se ha­
bían presentado dos reclamaciones y 
se acordó nombrar una comisión 
para que informase sobre el particu­
lar lo que creyese conveniente que 
dice asi.—Esta comisión para dar 
cumplimiento á lo acordado por el 
Ayuntamiento tiene la honra de pa­
sar á las superiores manos de V. E. 
el espediente instruido para la cons­
trucción de un nuevo cementerio, 
tiene el gusto además de incluirle los 
documentos originales, detallarle los 
acuerdos que sobre el mismo han re­
caído. Emprendidas las primeras 
obras «pie contaban ya con la supe­
rior aprobación del gobierno de pro­
vincia que se la dispensó de acuerdo 
con lo informado por la Comisión 
provincial y previa la conformidad 
que se obtuvo de la Junta Local de 
Sanidad y de tres Médicos del vecino 
pueblo de Campanet, los cuales así
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como la última de las Corporaciones : 
citadas declararon no tan solo que el 
punió escojido reunía las condicio­
nes convenientes, sino que era el úni­
co posible en el lugar. Asi resulta del 
espediente que ese gobierno se dig­
nó remitir en 26 de Abril de 1882 y 
mediante oficio de 27 de Noviembre 
último con motivo de cierta instan­
cia presentada por D. Francisco Vi- 
llalonga, D. Juan Bauza y D. Jaime 
Capó propietarios los dos primeros y 
vecino el último de este término mu­
nicipal el Exmo. Sr. Gobernador 
dispuso que con suspensión de todo 
procedimiento á lo actuado en la 
construcción del nuevo Cementerio 
informase acerca la instancia pre­
sentada: Hecho en la forma preve­
nida recayó otro acuerdo de este go­
bierno en 18 de Enero último mani- 
feslamlo que con fecha 30de Diciem­
bre último presentaron en aquella ofi­
cina D. Bernardo Capó y otros una 
instancia en queja contra un acuer­
do de este Ayuntamiento pidiendo su 
revocación puesto que á su juicio se 
habían infrinjido las disposiciones 
de la ley en la tramitación del opor­
tuno espediente sobre construcción 
de un Cementerio que dicho Ayunta- 
mien'o trata de construir; y entre 
otras varias consideraciones tuvo á 
liien el Gobierno de provincia decla­
rar nulo todo lo actuado por este 
Ayuntamiento en el espediente del 
referido Cementerio, debiendo por lo 
tanto la corporación municipal vol­
ver ó instruir aquel nuevamente cui­
dando de cumplimentar cuantos re­
quisitos exijo la ley y admitir todas 
las protestas que se nresentaren: res­
petando el Ayuntamiento cuanto con­
tenía dicha comunicación lo espuso 
al público por espacio de 15 dias 
anunciándolo en la forma de costum­
bre y el que se insertó en el B. O. 
n.0 2668 durante el tiempo hábil se 
produjo nna reclamación en contra 
lo acordado fundándose en que el 
terreno escojido para el Cementerio 
entre "varias reflexiones que por su 
difusión no viene el caso de detallar, 
seria antigubernativo, antisocial y 
antehijiénico suplicando la desig­
nación de una comisión científica 
para que estudie los terrenos que 
pueden servir para este objeto.

La municipalidad celosa de cuanto 
dicha instancia dejaba expuesto y 
para mas hallar la verdad de los 
hechos expuestos nombró á una co­
misión científica compuesta de cua­
tro facultativos licenciados en medi­
cina y cirujia y un perito agrónomo 
para que estudiasen los referidos 
terrenos ó informaran mancomún ó 
separadamente acerca del particular 
la cual informó que atendida la po­
sición topográficade este distritomu- 
nicipal el punto escojido reunía las 
condiciones convenientes y que era 
el único posible en él lugar concilia­
do la mayor parte de los inconve­
nientes que por todas partes se ofre- 
cian recibidos lodos los antecedentes 
y enterado el Ayuntamiento de los 
informes recaídos acordó desestimar 
semeja ole protesta; y con mucha 
mas razón por otra instancia eleva­
da al municipio inscrita por un sin 
número de propietarios vecinos de 
este distrito apoyando mas y mas los 
acuerdos tomados por este Ayunta­
miento.

6 ele XbriL
Se acordó consignar en el presu­

puesto municipal ordinario de 1884

á 85 las obligaciones de 1/enseñan­
za que iguala las dotaciones de las 
maestras de 1.* á las señaladas á los 
maestros en el art. 191 de la ley de 
instrucción pública de 1857.

11 de Mayo.
Se dió cuenta haberse recibido el 

proyecto del nuevo Cementerio apro- 
badodefinitivamente por el Gobierno 
de provincia y se acordó convocar 
la Junta municipal de asociadosnom- 
brándose una comisión de obras 
compuesta de varios vecinos y espe­
cialmente D. Pedro José Mascaré y 
Pons sobrestante de las indicadas 
obras.

22 de 5unto.
Se acordó en vista de lo autoriza­

do por la Administración de Propie­
dades é Impuestos'de esta provincia 
el repartimiento vecinal puraque en 
esta localidad se satisfaga el encabe­
zamiento de consumos de 1884 á 85.

29 de Sanio.
Se acordó la distribución de los 

fondos del municipio y cubrir todas 
las obligaciones del periodo ordina­
rio de 1883 á 84, prévia intervención 
de la Junta municipal de asociados.

Buger25 Agosto 1884.—El Alcal­
de Juan Ramis.—P. A. D. A; Miguel 
Paveras, Sirio.

Estrado de los acuerdos tomados por 
el Ayuntamiento y Junta munici • 
pal de asociados durante el primer 
semestre de 1884.
Sesión de 9 de Enero de 1884.

Se acordó rebajar la cuota de uti­
lidades calculadas en el repartimien­
to general para cubrir el difieit del 
presupuesto municipal y provincial 
á D. Francisco Siquier y Capó por 
haberlo solicitado oportunamente.

Sesión del 15 de Febrero.
Se deliberaron y discutieron las 

cuentas municipales de este distrito 
respectivas al año 1881 á 83 nom­
brándose una comisión para que la 
censurase.

Sesión del día l.° de Abril.
Se acordó aprobar las cuentas mu­

nicipales de 1882 á 83 después de 
censuradas por la comisión.

Sesión del dia 17 de Abril.
Se acordó aprobar el proyecto del 

presupuesto municipal ordinario de 
1884 á 85.

Sesión del 15 de Mayo
2.a Conoocatoria.

Se acordó autorizar los turnos de 
prestación persanal que fuesen útiles 
y necesarios para principiar las pri­
meras obras del nuevo Cementerio.

Sesión del 15 de Janio.
Se acordó que no habiendo dado 

resultado favorable la propuesta de 
medios para cubrir el encabezamien­
to de consumos de 1884 á 85 se sa­
tisfaciera por repartimiento vecinal.

Sesión del 30 de Sanio.
Se acordó aprobar la distribución 

de fondos hecha por el Ayuntamien­
to hasta 30 del propio mes en el pe­
riodo ordinario de 1883 á 84 según 
las relaciones de gastos é ingresos 
que á continuación se detallan.—In­
gresos 6922‘22 pesetas gastos 6286146 
pesetas. Existencia que resulta en 
efectivo en la Caja municipal es de 
635*76 pesetas.

Buger 25 Agosto 1884.—Ei Alcal­
de, Juan R.amis.—P. A. D. A., Mi­
guel Payeras, Secretario.

Núní. 389
JUZGADO MUNICIPAL DEL DISTRITO DE LA LONJA—Pa l ma .

Na c imie n t o s rcqistríilos c u esteSiLzg^ilo ibirántftla tercera decena de Jubo.

NACIDOS VIVOS. NAGL1IEHT08SIN V!ÜA.
Y MUERTOS ANTES DE SER INSCRITOS.
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Palma 1."de Julio de 1884.—El Juez Municipal Guillermo Ignacio Más.

JUZGADO MUNICIPAL DEL DISTRITO DE LA LONJA.—Pa l ma .

De f u n c io n e s registradas en este Juzgado durante la tercera decena de Julio 
de 1884, clasi/icadas por sexo u estado cioil de los fallecidos.

Palma l.° de Julio de 1884.—El Juez Municipal Guillermo Ignacio Más*

a? a e c a o
T OTAT.

Dias. V AB 0 N E S . HEMBRAS.
gene al.

Solteros' Casados Viudos. Total ' Soltera? Casadas Viudas. Total.

21 » » » ' »
1

1 » » 1 1
22 » 1 1 2 1 1 » 2 4
23 » 0 , » ' » 1 " » 1 1 1
24 » » » » » » » •
25 1 » . » • 1 1 8 1 ' » » » 1
26 » » » » 8 • ■ » »
27 1 » • ■ » 1 1 » » 1 2
23 » » ■ - » . » » 1 1 1
29 1 1 1 » » ■ » 3
30 1 » 8 1 2 » » 2 3

» » » » » 1 8 » » »
1 4 2 1 2 8 5 i 1 2 8 ~ 16”

Núm 690-
Don G uillcnno Aloy y Llobera, Teniente 

Coronel primer Jefe del Batallón Ro- 
serua de Inca, número ciento cuarenta.

Hago saber: Que en virtud de cuan­
to determinan los artículos doscientos 
treinta del Reglamento de reservas del 
Ejército de dos de Diciembre de mil 
ochocientos setenta y ocho, ciento cin­
cuenta y cuatro del de veinte y dos de 
Enero de mil ochocientos ochenta y 
tres y la regla segunda de la circular 
número ciento setenta y uno del Ex­
celentísimo Señor Director general de 
Infantería, de primero de Setiembre 
del propio año, todos los individuos de 
los reemplazos de mil ochocientos se­
tenta y siete, mil ochocientos setenta 
y ocho, mil ochocientos setenta y nue­
ve y mil ochocientos ochenta perte­
necientes á este Batallón, como tam­
bién los que por efecto de cambio de 
situación, procedentes de reemplazos 
posteriores, les hubiere correspondido 
pasar al mismo, deben presentarse á 
la revista anual reglamentaria, duran­
te el próximo mes de Octubre, en la 
forma siguiente: los.residentes de esta. 
Villa la pasarán en las oficinas do este 

' Batallón, sitas en el exconvento de

Santo Domingo, desde las nueve de 
la mañana a la una de la tarde; los 
que estén en otros puntos de la Zona, 
ante los Comandantes de los puntos 
de la Guardia civil mas inmediatos á 
los pueblos de su habitual residencia 
y los que con la debida autorización 
esten ausentes de esta dicha Zona po­
drán hacerlo por escrito, ante los Je­
fes de los Batallones á que esten agre­
gados ó ante las autoridades compe­
tentes.

Lo que se hace público por medio 
de este edicto, para conocimiento y 
cumplimiento de aquellos á quienes 
interesa, en inteligencia que de no 
efectuarlo, serán buscados por las au­
toridades y Guardia civil, y serán tra­
tados como desertores, según lo dis­
puesto en Reales órdenes y disposi­
ciones vigentes.

Inca veinte y cuatro de Setiembre 
de mil ochocientos ochenta y cuatro. 
—Guillermo Aloy.

PALMA Imp. do la Casa de Misericordia
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